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Audiencia constitucional.

Naucalpan de Juárez, Estado de México, a las nueve horas con 
cuarenta minutos del veintitrés de julio de dos mil veintiséis, hora y 

día señalados para la celebración de la audiencia constitucional 

correspondiente al juicio de amparo 966/2026-VI, Jacqueline Betancourt 
Silva, jueza Décima de Distrito en el Estado de México, se constituyó en 

audiencia pública, asistida de Luis Armando Rubio Limón, secretario 

que autoriza y da fe, la declaró abierta con fundamento en el artículo 124 

de la Ley de Amparo, sin la asistencia de las partes.

Relación de constancias. A continuación, el secretario dio lectura 

a todas las constancias que obran en el expediente1.

Al respecto, la jueza acuerda: Con fundamento en los artículos 

119, 123 y 124 de la Ley de Amparo, téngase por hecha la relación de 

constancias y por leídas las mismas para los efectos legales 

conducentes.

Acto seguido, se abre el período probatorio, en el que el 

secretario da cuenta con la prueba documental ofrecida por la quejosa en 

su escrito inicial de demanda.

La jueza acuerda: Con fundamento en lo establecido en los 

artículos 119 y 123 de la Ley de Amparo, téngase por admitida y 

desahogada la prueba ofrecida por la quejosa, la cual se desahoga dada 

su propia y especial naturaleza. Se cierra el período probatorio.

Enseguida, se declara abierta la etapa de alegatos, donde el 

secretario certifica que ninguna de las partes formuló alegatos.

La jueza acuerda: Ya que ninguna de las partes realizó alegatos, 

se tiene por precluido su derecho para ello y se concluye con esta etapa.

1 Época: Octava Época, Registro: 206494, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación, Tomo IV, Primera Parte, julio-diciembre de 1989, Materia(s): Común, Tesis: Página: 
185. “PRUEBAS DOCUMENTALES. SU RELACIÓN EN LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. Para dar 
cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 151, primer párrafo de la Ley de Amparo, es suficiente que en el acta 
de la audiencia se señale que se dio lectura a las constancias que obran en autos, para que se entienda que 
las documentales han quedado relacionadas y recibidas en ese acto, sin que sea necesario que se haga 
mención expresa de cada una de ellas.”
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Sin existir escrito, prueba o diligencia pendiente de acuerdo o 

desahogo, en términos del numeral 124 de la Ley reglamentaria de los 

artículos 103 y 107 constitucionales, se da por concluida la audiencia, 

procediéndose al estudio de las constancias que obran en autos para 

dictar la resolución que en derecho corresponda.

Vistos para resolver los autos del juicio de amparo indirecto 

966/2026-VI; y,

RESULTANDO

Primero. Presentación de la demanda. Por escrito presentado el 

nueve de junio de dos mil veintiséis, a través del buzón judicial de la 

Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en el 

Estado de México, con residencia en Naucalpan de Juárez, ***** **** 

*******, por propio derecho, solicitó el amparo y protección de la justicia 

Federal en contra de las autoridades y actos señalados en el escrito de 

demanda.

Segundo. Derechos humanos violados. La quejosa señaló que el 

acto reclamado es violatorio de los derechos humanos contenidos en el 

artículo 8 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Tercero. Trámite de la demanda. Por razón de turno le 

correspondió conocer de la demanda de amparo a este órgano 

jurisdiccional, misma que fue recibida el nueve de junio de dos mil 

veintiséis y en auto de diez de junio siguiente, se registró con el 

expediente 966/2026-VI, se admitió a trámite, solicitó a las autoridades 

responsables su respectivo informe justificado, dio a la agente del 

Ministerio Público de la Federación la intervención legal que le compete y 

fijó hora y fecha para la celebración de la audiencia constitucional.

Cuarto. Audiencia constitucional. Finalmente, se llevó a cabo el 

desahogo de la audiencia constitucional, en términos del acta que 

antecede y que forma parte de esta sentencia; y,

CONSIDERANDO:
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3

Primero. Competencia. Este Juzgado Décimo de Distrito en el 

Estado de México, es constitucional y legalmente competente para 

conocer y resolver este juicio de derechos, de conformidad con lo 

dispuesto en los artículos 103, fracción I, y 107, fracción VII, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 37 y 107 de la 

Ley de Amparo; 46 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación, así como por lo dispuesto en el Acuerdo General 3/2013 del 

Pleno del Consejo de la Judicatura Federal; lo anterior, en virtud de que 

el acto reclamado es una omisión con efectos positivos en el municipio de 

Naucalpan de Juárez, lugar en el cual este órgano jurisdiccional ejerce 

competencia.

Segundo. Acto reclamado. En términos de lo establecido en el 

artículo 74, fracción I, de la Ley de Amparo, esta juzgadora precisa que el 

acto reclamado es el siguiente:

• La omisión de emitir respuesta a la solicitud de pensión, 

presentada el veinticuatro de marzo de dos mil veintiséis, en la 

Unidad de Atención al Derechohabiente Naucalpan del Instituto de 
Seguridad Social del Estado de México y Municipios.

Tercero. Inexistencia del acto reclamado. El representante legal 

de las autoridades responsables al rendir informe justificado manifestó 

que no es cierta la omisión que se atribuye al Comité de Pensiones del 
Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios; en 

virtud que, no tiene intervención en el acto reclamado, ya que tratándose 

de actos omisivos o de abstención, para que se actualice su existencia 

debe verificarse previamente la obligación correlativa de la autoridad 

responsable, conforme lo dispongan las normas legales.

Por tanto, con independencia de las afirmaciones del quejoso y las 

manifestaciones del representante legal de las responsables, dicho acto 

será cierto o inexistente, en función de las obligaciones y facultades 

legales que ineludiblemente dicha autoridad están constreñidas a realizar 

y que la solicitante de amparo haya acreditado fehacientemente que 

cuenta con el derecho subjetivo que le permite exigir de las mismas una 

conducta positiva de hacer.
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Tiene aplicación al caso, la tesis 1a. XXIV/982, de la Primera Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de contenido: 

“ACTOS DE NATURALEZA OMISIVA. PARA ESTAR EN 
APTITUD DE PRECISAR SU CERTEZA O FALSEDAD, DEBE 
ACUDIRSE EN PRINCIPIO A LAS NORMAS LEGALES QUE 
PREVÉN LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD PARA 
DETERMINAR SI EXISTE O NO LA OBLIGACIÓN DE 
ACTUAR EN EL SENTIDO QUE INDICA EL QUEJOSO. Para 
que se actualice la omisión en que incurre una autoridad debe 
existir previamente la obligación correlativa, conforme lo 
dispongan las normas legales; por tanto, un acto omisivo 
atribuido a la autoridad, como puede ser que el presidente de la 
República, no haya sancionado un acuerdo expedido por un 
secretario de Estado, independientemente de las afirmaciones 
de la quejosa y las manifestaciones de la responsable, será 
cierto o inexistente, en función de las obligaciones y facultades 
constitucionales que ineludiblemente está constreñida a realizar, 
sea en vía de consecuencia de un acto jurídico previo que lo 
origine, o bien, en forma aislada y espontánea sin que tenga 
como presupuesto una condición; y no simplemente por el solo 
hecho de incurrir en la omisión por sí misma con criterios 
subjetivos. En estas circunstancias, para estar en aptitud de 
precisar la certeza o falsedad de un acto de naturaleza omisiva 
cuando se le imputa a determinada autoridad, debe acudirse en 
principio a las normas legales que prevén su competencia para 
verificar si en realidad está obligada a realizar esa conducta, es 
decir, antes de pronunciarse sobre una posible omisión es 
necesario identificar si existe obligación jurídica de actuar en la 
forma que la quejosa indica, porque de no ser así se llegaría a la 
conclusión errónea de que cualquier omisión reclamada fuera 
cierta soslayando la exigencia objetiva de que se debe obrar en 
determinado sentido, que después de todo puede servir como 
referencia para iniciar el análisis de certeza de actos.” 

Conforme la tesis en cita, para estar en aptitud de precisar la 

certeza o falsedad de un acto de naturaleza omisiva cuando se le imputa 

a determinadas autoridades, debe acudirse en principio a las normas 

legales que prevén su competencia para verificar si en realidad están 

obligadas a realizar esa conducta; es decir, antes de pronunciarse sobre 

una posible omisión es necesario identificar si existe obligación jurídica de 

actuar en la forma que la persona quejosa aduce, porque de no ser así se 

llegaría a la conclusión errónea de que cualquier omisión reclamada fuera 

cierta.

2 Registro digital: 187512, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materia(s): Común, 
Tesis: II.1o.P.35 K, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XV, Marzo de 2002, página 
1363, Tipo: Aislada
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5

En consecuencia, como lo señala el representante legal de las 

autoridades responsables, no es cierto el acto reclamado respecto al 

Comité de Pensiones del Instituto de Seguridad Social del Estado de 
México y Municipios; en virtud de que, quien debe emitir la respuesta a 

la solicitud en mención es el presidente del Comité de Pensiones del 
Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios, 

además del informe justificado se advierte que expresamente reconoció 

la existencia del acto.

Asimismo, conforme con lo establecido en los artículos 3, 5, 11 y 12 

del Manual de Operación del Comité de Pensiones del Consejo Directivo 

del Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios, 

dicho comité tiene como objeto resolver las solicitudes para el 
otorgamiento de prestaciones en materia de pensiones a los 

derechohabientes de ese instituto, aunado a que su representación 

corresponde a su presidente, como se advierte a continuación:

“Artículo 3. El comité de Pensiones tendrá por objeto resolver 
las solicitudes para el otorgamiento de las prestaciones en 
materia de pensiones a los derechohabientes del Instituto, 
previstas en la ley, siempre y cuando acrediten reunir los 
requisitos establecidos en las disposiciones legales y 
reglamentaria correspondientes.”

“Articulo 5. El Comité de Pensiones estará integrado por: 

I. Un Presidente, que será el Director de Seguridad Social.”

“Artículo 11. El Comité de Pensiones tendrá las siguientes 
funciones y atribuciones:

I. Analizar y dictaminar las solicitudes de pensión o del estímulo 
por permanencia.”

“Artículo 12. Los integrantes del Comité de Pensiones tendrán 
las siguientes funciones y atribuciones: 

I. Del Presidente.
(…)
b) Representar al Comité de Pensiones en todos los asuntos 
que le competan.…”

De lo que se sigue que las cuestiones relacionadas con la 

autorización de pensiones corresponde su atención al Comité de 

Pensiones, lo que realiza por conducto de su presidente; de ahí que se 

aprecie la inexistencia del acto reclamado directamente al Comité de 
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Pensiones del Instituto de Seguridad Social del Estado de México y 
Municipios. 

Por tanto, ante la inexistencia del acto de omisión atribuida a esa 

responsable, lo procedente es sobreseer en este juicio constitucional, 

respecto de ella, con fundamento en el artículo 63, fracción IV3, de la Ley 

de Amparo.

Cuarto. Existencia del acto reclamado. Es cierto el acto 

reclamado a la autoridad responsable presidente del Comité de 
Pensiones del Instituto de Seguridad Social del Estado de México y 
Municipios, pues así lo manifestó su representante legal al rendir informe 

justificado.

Quinto. Causa de improcedencia. La procedencia del juicio de 

amparo merece estudio preferente, por ser una cuestión de orden 

público, lo aleguen o no las partes, tal y como lo estatuye el artículo 62 de 

la Ley de Amparo.

Principio de definitividad.

El representante legal del Comité de Pensiones del Instituto de 

Seguridad Social del Estado de México y Municipios, propone que en el 

caso se actualiza la causa de improcedencia señalada en el artículo 61, 
fracción XX, de la Ley de Amparo, ya que contra el acto reclamado 

procede el juicio contencioso administrativo previsto en los artículos 1, 

fracción II, y 229, fracción VI, del Código de Procedimientos 

Administrativos del Estado de México.

Sin embargo, no se actualiza la causa de improcedencia de 

referencia, dado que el planteamiento vertido por la quejosa en su 

demanda de amparo implica como argumento central y causa de pedir, la 

vulneración directa al artículo 8 de la Constitución Federal, relativo al 

derecho de petición.

3 Artículo 63. El sobreseimiento en el juicio de amparo procede cuando:
(…)
V. De las constancias de autos apareciere claramente demostrado que no existe el acto reclamado, o cuando no se 
probare su existencia en la audiencia constitucional; y
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7

De esta forma, si la persona quejosa planteó que la omisión 

reclamada trasgrede de modo directo el artículo 8 de la Constitución 

Federal, se encuentra bajo una hipótesis de excepción para agotar el 

recurso ordinario procedente contra aquélla; lo que torna admisible el 

presente juicio constitucional.

Por todo lo anterior, al no actualizarse la causa de improcedencia 

hecha valer por la autoridad responsable, ya que se considera que en 

particular el juicio contencioso administrativo, no resulta procedente en 

contra de la omisión aquí reclamada por la persona quejosa. 

Así, ya que las partes no hicieron valer alguna otra causa de 

improcedencia, ni quien resuelve advierte de oficio su actualización, a 

continuación se procede al estudio de fondo del asunto.

Sexto. Análisis de los conceptos de violación. La quejosa 

señala afectación a diversos derechos fundamentales entre los que se 

destaca la vulneración a su derecho de petición, previsto en el artículo 8 

Constitucional, derivado de la falta de respuesta a su petición, realizando 

diversas consideraciones en torno a esa violación.

En ese sentido, en suplencia de la queja deficiente, en términos de 

lo dispuesto por el artículo 79, fracción V, de la Ley de Amparo, es 

fundado el concepto de violación formulado, en virtud que la autoridad 

responsable trasgrede el derecho fundamental consagrado en el artículo 

8 Constitucional, que la letra dice:

“Artículo 8. Los funcionarios y empleados públicos respetarán 
el ejercicio del derecho de petición, siempre que ésta se 
formule por escrito, de manera pacífica y respetuosa; pero en 
materia política sólo podrán hacer uso de ese derecho los 
ciudadanos de la República. 

A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la 
autoridad a quien se haya dirigido, la cual tiene obligación de 
hacerlo conocer en breve término al peticionario”. 

Del artículo trascrito, derivan ciertos elementos del derecho de 

petición, siendo los siguientes: 

1. Debe formularse por escrito de manera pacífica y respetuosa. 
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2. Ser dirigida a una autoridad y recabarse la constancia de que fue 

entregada. 

3. Proporcionar el domicilio para recibir la respuesta de la 

autoridad. 

4. La contestación de la autoridad deberá hacerlo en breve término 

a quien lo solicitó. 

Entonces, el precepto legal invocado, establece uno de los 

derechos fundamentales protegidos por la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, es el “derecho de petición”, en virtud que 

todo gobernado tiene la facultad de ocurrir ante cualquier autoridad, 

formulando por escrito una solicitud y ante dicho escrito, las autoridades 

están obligadas a dictar un acuerdo que sea congruente con lo que se 

solicitó, dentro de un breve término. 

Sirve de apoyo lo anterior, en lo conducente, en la jurisprudencia, 

siguiente: 

“PETICIÓN. LA EXISTENCIA DE ESTE DERECHO COMO 
GARANTÍA INDIVIDUAL PARA SU SALVAGUARDA A 
TRAVÉS DEL JUICIO DE AMPARO REQUIERE QUE SE 
FORMULE AL FUNCIONARIO O SERVIDOR PÚBLICO EN SU 
CALIDAD DE AUTORIDAD. El derecho de petición es 
consagrado por el artículo 8o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos como uno de los derechos públicos 
subjetivos del gobernado frente a la autoridad dotada de 
facultades y atribuciones por las normas legales en su calidad 
de ente del Gobierno del Estado, obligado como tal, a dar 
contestación por escrito y en breve término al gobernado, por lo 
que la existencia de este derecho como garantía individual y la 
procedencia del juicio de amparo para su salvaguarda requieren 
que la petición se eleve al funcionario o servidor público en su 
calidad de autoridad, es decir en una relación jurídica entre 
gobernante y gobernado, y no en una relación de coordinación 
regulada por el derecho privado en que el ente público actúe 
como particular” (Época: Novena Época; Registro: 189914; 
Instancia: Pleno; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo XIII, 
Abril de 2001; Materia(s): Común; Tesis: P./J. 42/2001; Página: 
126).”
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9

En ese sentido, se deduce que el artículo 8 constitucional, contiene 

dos requisitos formales que toda autoridad debe observar con el objeto 

de cumplir íntegramente con el imperativo constitucional en comento, que 

son: 

a) Dar contestación por escrito; y 

b) Que se realice en breve término al interesado conforme a las 

disposiciones legales que rigen el acto.

Por otra parte, el artículo 73 de la Ley de Seguridad Social para los 

Servidores Públicos del Estado de México y Municipio, en lo que interesa, 

establece: 

“Artículo 73. El Instituto resolverá respecto al otorgamiento de 
una pensión del sistema solidario de reparto en un plazo de 
treinta días contados a partir de la fecha en que reciba la 
solicitud con la documentación correspondiente. (…)” 

Del precepto legal trascrito se desprende que el instituto 

responsable cuenta con un plazo de treinta días contados a partir de la 

fecha en que reciba la solicitud, para resolver respecto al otorgamiento de 

una pensión.

Por tanto, como lo acredita la quejosa con la copia del acuse de 

solicitud de pensión de veinticuatro de marzo de dos mil veintiséis, 
ante la Unidad de Atención al Derechohabiente Naucalpan del 
Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios 

(ISSEMYM), del que se advierte que realizó petición por escrito de 
manera pacífica y respetuosa, en donde solicitó el otorgamiento de 
una pensión, evidenciando que a la emisión del fallo ha trascurrido en 
exceso el breve término para dar contestación a la petición formulada.

En ese sentido, si la autoridad responsable ha sido omisa en dar 

contestación a la petición realizada por la persona  quejosa, es evidente 

que con dicho actuar se trasgrede lo dispuesto en el artículo 8 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
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Por su aplicación, se cita la jurisprudencia emitida por la Segunda 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación. Volumen VI, Tercera Parte, página 

210, Sexta Época, Materias(s): Constitucional, que aparece con el 

registro digital: 802641, que dice:

“PETICIÓN, DERECHO DE. El artículo 8o. constitucional se 
refiere no sólo al resultado final de las peticiones que formulen 
los particulares, sino también a los trámites que se vayan 
cumpliendo en los casos en que la ley requiera la sustanciación 
de un procedimiento, imponiendo a las autoridades la obligación 
de hacer saber en breve término a los peticionarios, todos y 
cada uno de los trámites relativos a sus peticiones.”

Séptimo. Efectos de la concesión. En consecuencia, a fin que la 

autoridad responsable cumpla con el derecho de petición consagrado en 

la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, en favor de 

***** **** *******, se concede el amparo y protección de la 
Justicia Federal, para efecto de que el Comité de Pensiones del 
Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios, por 
conducto del presidente de dicho Comité, realice lo siguiente:

1. Emita de inmediato una respuesta fundada y motivada, respecto 

de la solicitud de pensión presentada por la quejosa el veinticuatro de 
marzo de dos mil veintiséis, en la Unidad de Atención al 
Derechohabiente Naucalpan del Instituto de Seguridad Social del 
Estado de México y Municipios.

2. Notifique oportunamente dicha respuesta, como legalmente 

corresponda a la quejosa ***** **** *******.

Sin que ello implique que con motivo de la concesión del amparo, la 

autoridad responsable esté vinculada a responder favorablemente a los 

intereses del solicitante, pues únicamente está constreñida a dar 

respuesta en forma congruente con lo planteado y hacerlo del 

conocimiento a la peticionaria, en los términos apuntados.

Tiene aplicación, la jurisprudencia 2a./J. 1/2001 sustentada por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en 

el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIII, Enero de 
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11

2001, página 203, Novena Época, Materias(s): Común, visible con el 

registro digital: 190356, cuyo rubro y texto, son como sigue:

“INCONFORMIDAD. SI EL AMPARO SE CONCEDIÓ POR 
VIOLACIÓN AL DERECHO DE PETICIÓN, NO DEBE 
EXAMINARSE LA LEGALIDAD DE LA RESPUESTA EMITIDA 
POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE EN CUMPLIMIENTO 
DE LA EJECUTORIA DE AMPARO. La anterior integración de 
la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
sostuvo reiteradamente el criterio de que la garantía contenida 
en el artículo 8o. constitucional no sólo implica que la autoridad 
ante quien se eleve una petición debe emitir una respuesta en 
breve término, sino también que el acuerdo respectivo sea 
congruente con lo solicitado, advirtiendo, sin embargo, que la 
concesión del amparo no la vincula en forma alguna a que la 
respuesta deba ser favorable a los intereses del peticionario. Por 
tanto, los alcances de la ejecutoria de amparo correspondiente 
impiden que el Juez de Distrito y la Suprema Corte, en el 
procedimiento de ejecución del fallo protector o en la 
inconformidad en contra de la resolución que tenga por cumplida 
la ejecutoria, puedan examinar los motivos o fundamentos que 
sustenten la respuesta, los que, en su caso, deberán ser materia 
de estudio a través de los medios de defensa que procedan en 
contra de la decisión emitida por la autoridad. En consecuencia, 
deberán quedar sin efecto las consideraciones que respecto de 
la legalidad de la respuesta hubiese externado el Juez de 
Distrito en el auto que tuvo por cumplida la sentencia.”

También resulta aplicable a lo anterior la tesis sustentada por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en 

el Semanario Judicial de la Federación. Volumen 90, Tercera Parte, 

página 21, Séptima Época, Materias(s): Administrativa, que aparece con 

el registro digital: 238272, cuyo rubro y texto son como sigue:

“PETICION, DERECHO DE. AUTORIDAD RESPONSABLE. 
DEBE DEMOSTRAR QUE LA CONTESTACION SE DIO A 
CONOCER AL PETICIONARIO. El hecho de contestar por 
escrito una solicitud no significa forzosamente que el solicitante 
haya recibido la contestación; y como el artículo 8o. 
constitucional ordena, no sólo que toda petición que llene los 
requisitos a que se refiere ese precepto sea acordada, sino que 
el acuerdo se haga saber en breve término al peticionario, la 
autoridad responsable debe demostrar el cumplimiento de esta 
última obligación.”

No pasa inadvertido para esta juzgadora que en acuerdo de quince 
de julio de este año se tuvo por rendido el informe justificado de la 

autoridad responsable, por lo que se encuentra trascurriendo el plazo de 

ocho días concedido; sin embargo, diferir la audiencia constitucional en 

L
U

IS A
R

M
A

N
D

O
 R

U
B

IO
 L

IM
O

N
706a6620636a6633000000000000000000013878
18/04/29 20:23:07

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



términos de lo establecido en el artículo 117 de la ley de amparo, sería 

infructuoso, cuando el sentido de esta sentencia no cambiaría.

En ese sentido, atrasar el asunto para efectos de dar oportunidad a 

la quejosa de desahogar la vista otorgada no cambiaría el sentido de 

este fallo. Por tanto, esta juzgadora considera innecesario dilatar la 

resolución del asunto, cuando el resultado sería el mismo que en este 

momento se emite.

Por las razones que la conforman, sirve de apoyo la jurisprudencia 

2a./J. 16/2021 (11a.), emitida por la otrora Segunda Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, Undécima Época, registro digital 2023741, 

de título siguiente: “DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA 
(PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO). A PARTIR DE LA ENTRADA EN 
VIGOR DE LA ADICIÓN AL ARTÍCULO 17, TERCER PÁRRAFO, 
CONSTITUCIONAL, TODAS LAS AUTORIDADES JUDICIALES Y 
AQUELLAS CON FUNCIONES MATERIALMENTE 
JURISDICCIONALES DEBEN PRIVILEGIAR LA SOLUCIÓN DEL 
CONFLICTO SOBRE LOS FORMALISMOS PROCEDIMENTALES, 
SIEMPRE Y CUANDO NO SE AFECTE LA IGUALDAD ENTRE LAS 
PARTES (DOF DE 15 DE SEPTIEMBRE DE 2017).”

Por lo expuesto y fundado, con apoyo además en los artículos, 73, 

74, 75, y 217 de la Ley de Amparo, así como en el numeral 46 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación, se:

RESUELVE:

Primero. Se sobresee el juicio de amparo promovido por  ***** 

**** *******, por propio derecho, contra el acto reclamado precisado 

en el segundo considerando de esta sentencia, en términos del 

considerando tercero de la misma.

Segundo. La justicia Federal ampara y protege a  ***** **** 

*******, por propio derecho, contra el acto precisado en el 

considerando segundo, por los razonamientos expuestos en el sexto 
considerando y para los efectos indicados en el último considerando de 

este fallo constitucional. 
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Notifíquese.

Así lo resolvió y firma electrónicamente4 Jacqueline Betancourt 
Silva, Jueza Décima de Distrito en el Estado de México, con residencia 

en Naucalpan de Juárez, asistida del secretario Luis Armando Rubio 
Limón, que certifica que las promociones que, en su caso, generaron 

este acuerdo y la propia determinación se encuentran incorporadas al 

expediente electrónico. Doy fe.
ARIEL

Con motivo del presente auto se giran los oficios. 25288 y 25289 Conste.    

4 Con fundamento en los artículos 3 de la Ley de Amparo y 29 del Acuerdo General del Pleno del Órgano de 
Administración Judicial que regula la integración y trámite del expediente electrónico y el uso de videoconferencias en 
todos los asuntos competencia de órganos jurisdiccionales a cargo del Órgano, publicado el diecisiete de abril de dos 
mil veintiséis en el Diario Oficial de la Federación, este acuerdo fue firmado a través de la Firma Electrónica Certificada 
del Poder Judicial de la Federación; y en función de las necesidades del servicio, la evidencia criptográfica de dicha 
firma electrónica puede corresponder a una fecha distinta, o incluso a un día inhábil, sin que ello trascienda a la validez 
del acuerdo mientras sea anterior a su publicación, en términos del criterio en que se sustenta la jurisprudencia de la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro digital 2026455, de rubro: “FIRMA 
ELECTRÓNICA. SU SUSCRIPCIÓN POR PARTE DEL JUEZ Y DE LA SECRETARIA EN DÍA INHÁBIL Y EN FECHA 
POSTERIOR A LA EMISIÓN DE LA SENTENCIA Y, EN SU CASO, DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, NO SON 
VICIOS DE TRASCENDENCIA SUPERIOR QUE AMERITEN REVOCAR LA SENTENCIA RECURRIDA Y REPONER 
EL PROCEDIMIENTO.”
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“2026, Año de Margarita Maza Parada.”

JUZGADO DÉCIMO DE DISTRITO EN EL ESTADO DE MEXICO CON SEDE EN NAUCALPAN 
DE JUÁREZ.

EXPEDIENTE: PRINCIPAL 
NUMERO:           966/2026-VI
QUEJOSO:  ***** ******* ****
ASUNTO:     AUDIENCIA 
ACUERDO:   VEINTITRÉS DE JULIO DE DOS MIL VEINTISÉIS

Código No Oficio Autoridad Zon
a


25288/2026 COMITÉ DE PENSIONES DEL INSTITUTO 

DE SEGURIDAD SOCIAL DEL ESTADO DE 
MÉXICO Y MUNICIPIOS  (AUTORIDAD 
RESPONSABLE)

S/Z


25289/2026 PRESIDENTE DEL COMITÉ DE 

PENSIONES DEL INSTITUTO DE 
SEGURIDAD SOCIAL DEL ESTADO DE 
MÉXICO Y MUNICIPIOS  (AUTORIDAD 
RESPONSABLE)

S/Z

EN LOS AUTOS DEL JUICIO DE AMPARO 966/2026-VI, SE DICTÓ UN ACUERDO QUE 
DICE:
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“2026, Año de Margarita Maza Parada.”

JUZGADO DÉCIMO DE DISTRITO EN EL ESTADO DE MEXICO CON SEDE EN NAUCALPAN 
DE JUÁREZ.

EXPEDIENTE: PRINCIPAL 
NUMERO:           966/2026-VI
QUEJOSO:  ***** ******* ****
ASUNTO:     AUDIENCIA 
ACUERDO:   VEINTITRÉS DE JULIO DE DOS MIL VEINTISÉIS

Código No Oficio Autoridad Zon
a


25288/2026 COMITÉ DE PENSIONES DEL INSTITUTO 

DE SEGURIDAD SOCIAL DEL ESTADO DE 
MÉXICO Y MUNICIPIOS  (AUTORIDAD 
RESPONSABLE)

S/Z


25289/2026 PRESIDENTE DEL COMITÉ DE 

PENSIONES DEL INSTITUTO DE 
SEGURIDAD SOCIAL DEL ESTADO DE 
MÉXICO Y MUNICIPIOS  (AUTORIDAD 
RESPONSABLE)

S/Z

EN LOS AUTOS DEL JUICIO DE AMPARO 966/2026-VI, SE DICTÓ UN ACUERDO QUE 
DICE:

Vistos para resolver los autos del juicio de amparo indirecto 966/2026-VI; y,

RESULTANDO

Primero. Presentación de la demanda. Por escrito presentado el nueve de junio de dos mil 
veintiséis, a través del buzón judicial de la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito 
en el Estado de México, con residencia en Naucalpan de Juárez,  ***** **** *******, por propio 
derecho, solicitó el amparo y protección de la justicia Federal en contra de las autoridades y actos 
señalados en el escrito de demanda.

Segundo. Derechos humanos violados. La quejosa señaló que el acto reclamado es violatorio 
de los derechos humanos contenidos en el artículo 8 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.

Tercero. Trámite de la demanda. Por razón de turno le correspondió conocer de la demanda de 
amparo a este órgano jurisdiccional, misma que fue recibida el nueve de junio de dos mil veintiséis y en 
auto de diez de junio siguiente, se registró con el expediente 966/2026-VI, se admitió a trámite, solicitó a 
las autoridades responsables su respectivo informe justificado, dio a la agente del Ministerio Público de la 
Federación la intervención legal que le compete y fijó hora y fecha para la celebración de la audiencia 
constitucional.

Cuarto. Audiencia constitucional. Finalmente, se llevó a cabo el desahogo de la audiencia 
constitucional, en términos del acta que antecede y que forma parte de esta sentencia; y,

CONSIDERANDO:

Primero. Competencia. Este Juzgado Décimo de Distrito en el Estado de México, es 
constitucional y legalmente competente para conocer y resolver este juicio de derechos, de conformidad 
con lo dispuesto en los artículos 103, fracción I, y 107, fracción VII, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 37 y 107 de la Ley de Amparo; 46 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación, así como por lo dispuesto en el Acuerdo General 3/2013 del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal; lo anterior, en virtud de que el acto reclamado es una omisión con efectos positivos en 
el municipio de Naucalpan de Juárez, lugar en el cual este órgano jurisdiccional ejerce competencia.

Segundo. Acto reclamado. En términos de lo establecido en el artículo 74, fracción I, de la Ley 
de Amparo, esta juzgadora precisa que el acto reclamado es el siguiente:

• La omisión de emitir respuesta a la solicitud de pensión, presentada el veinticuatro 
de marzo de dos mil veintiséis, en la Unidad de Atención al Derechohabiente Naucalpan del 
Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios.

Tercero. Inexistencia del acto reclamado. El representante legal de las autoridades 
responsables al rendir informe justificado manifestó que no es cierta la omisión que se atribuye al Comité 
de Pensiones del Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios; en virtud que, no 
tiene intervención en el acto reclamado, ya que tratándose de actos omisivos o de abstención, para que se 
actualice su existencia debe verificarse previamente la obligación correlativa de la autoridad responsable, 
conforme lo dispongan las normas legales.

Por tanto, con independencia de las afirmaciones del quejoso y las manifestaciones del 
representante legal de las responsables, dicho acto será cierto o inexistente, en función de las 
obligaciones y facultades legales que ineludiblemente dicha autoridad están constreñidas a realizar y que 
la solicitante de amparo haya acreditado fehacientemente que cuenta con el derecho subjetivo que le 
permite exigir de las mismas una conducta positiva de hacer.
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Tiene aplicación al caso, la tesis 1a. XXIV/985, de la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, de contenido: 

“ACTOS DE NATURALEZA OMISIVA. PARA ESTAR EN APTITUD DE PRECISAR SU 
CERTEZA O FALSEDAD, DEBE ACUDIRSE EN PRINCIPIO A LAS NORMAS LEGALES 
QUE PREVÉN LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD PARA DETERMINAR SI EXISTE O 
NO LA OBLIGACIÓN DE ACTUAR EN EL SENTIDO QUE INDICA EL QUEJOSO. Para que 
se actualice la omisión en que incurre una autoridad debe existir previamente la obligación 
correlativa, conforme lo dispongan las normas legales; por tanto, un acto omisivo atribuido a 
la autoridad, como puede ser que el presidente de la República, no haya sancionado un 
acuerdo expedido por un secretario de Estado, independientemente de las afirmaciones de la 
quejosa y las manifestaciones de la responsable, será cierto o inexistente, en función de las 
obligaciones y facultades constitucionales que ineludiblemente está constreñida a realizar, 
sea en vía de consecuencia de un acto jurídico previo que lo origine, o bien, en forma aislada 
y espontánea sin que tenga como presupuesto una condición; y no simplemente por el solo 
hecho de incurrir en la omisión por sí misma con criterios subjetivos. En estas circunstancias, 
para estar en aptitud de precisar la certeza o falsedad de un acto de naturaleza omisiva 
cuando se le imputa a determinada autoridad, debe acudirse en principio a las normas 
legales que prevén su competencia para verificar si en realidad está obligada a realizar esa 
conducta, es decir, antes de pronunciarse sobre una posible omisión es necesario identificar 
si existe obligación jurídica de actuar en la forma que la quejosa indica, porque de no ser así 
se llegaría a la conclusión errónea de que cualquier omisión reclamada fuera cierta 
soslayando la exigencia objetiva de que se debe obrar en determinado sentido, que después 
de todo puede servir como referencia para iniciar el análisis de certeza de actos.” 

Conforme la tesis en cita, para estar en aptitud de precisar la certeza o falsedad de un acto de 
naturaleza omisiva cuando se le imputa a determinadas autoridades, debe acudirse en principio a las 
normas legales que prevén su competencia para verificar si en realidad están obligadas a realizar esa 
conducta; es decir, antes de pronunciarse sobre una posible omisión es necesario identificar si existe 
obligación jurídica de actuar en la forma que la persona quejosa aduce, porque de no ser así se llegaría a 
la conclusión errónea de que cualquier omisión reclamada fuera cierta.

En consecuencia, como lo señala el representante legal de las autoridades responsables, no es 
cierto el acto reclamado respecto al Comité de Pensiones del Instituto de Seguridad Social del Estado 
de México y Municipios; en virtud de que, quien debe emitir la respuesta a la solicitud en mención es el 
presidente del Comité de Pensiones del Instituto de Seguridad Social del Estado de México y 
Municipios, además del informe justificado se advierte que expresamente reconoció la existencia del 
acto.

Asimismo, conforme con lo establecido en los artículos 3, 5, 11 y 12 del Manual de Operación del 
Comité de Pensiones del Consejo Directivo del Instituto de Seguridad Social del Estado de México y 
Municipios, dicho comité tiene como objeto resolver las solicitudes para el otorgamiento de 
prestaciones en materia de pensiones a los derechohabientes de ese instituto, aunado a que su 
representación corresponde a su presidente, como se advierte a continuación:

“Artículo 3. El comité de Pensiones tendrá por objeto resolver las solicitudes para el 
otorgamiento de las prestaciones en materia de pensiones a los derechohabientes del 
Instituto, previstas en la ley, siempre y cuando acrediten reunir los requisitos establecidos en 
las disposiciones legales y reglamentaria correspondientes.”

“Articulo 5. El Comité de Pensiones estará integrado por: 

I. Un Presidente, que será el Director de Seguridad Social.”

“Artículo 11. El Comité de Pensiones tendrá las siguientes funciones y atribuciones:

I. Analizar y dictaminar las solicitudes de pensión o del estímulo por permanencia.”

“Artículo 12. Los integrantes del Comité de Pensiones tendrán las siguientes funciones y 
atribuciones: 

II. Del Presidente.
(…)
b) Representar al Comité de Pensiones en todos los asuntos que le competan.…”

De lo que se sigue que las cuestiones relacionadas con la autorización de pensiones corresponde 
su atención al Comité de Pensiones, lo que realiza por conducto de su presidente; de ahí que se aprecie la 
inexistencia del acto reclamado directamente al Comité de Pensiones del Instituto de Seguridad Social 
del Estado de México y Municipios. 

Por tanto, ante la inexistencia del acto de omisión atribuida a esa responsable, lo procedente es 
sobreseer en este juicio constitucional, respecto de ella, con fundamento en el artículo 63, fracción IV6, de 
la Ley de Amparo.

5 Registro digital: 187512, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materia(s): Común, 
Tesis: II.1o.P.35 K, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XV, Marzo de 2002, página 
1363, Tipo: Aislada
6 Artículo 63. El sobreseimiento en el juicio de amparo procede cuando:
(…)
V. De las constancias de autos apareciere claramente demostrado que no existe el acto reclamado, o cuando no se 
probare su existencia en la audiencia constitucional; y
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Cuarto. Existencia del acto reclamado. Es cierto el acto reclamado a la autoridad responsable 
presidente del Comité de Pensiones del Instituto de Seguridad Social del Estado de México y 
Municipios, pues así lo manifestó su representante legal al rendir informe justificado.

Quinto. Causa de improcedencia. La procedencia del juicio de amparo merece estudio 
preferente, por ser una cuestión de orden público, lo aleguen o no las partes, tal y como lo estatuye el 
artículo 62 de la Ley de Amparo.

Principio de definitividad.

El representante legal del Comité de Pensiones del Instituto de Seguridad Social del Estado de 
México y Municipios, propone que en el caso se actualiza la causa de improcedencia señalada en el 
artículo 61, fracción XX, de la Ley de Amparo, ya que contra el acto reclamado procede el juicio 
contencioso administrativo previsto en los artículos 1, fracción II, y 229, fracción VI, del Código de 
Procedimientos Administrativos del Estado de México.

Sin embargo, no se actualiza la causa de improcedencia de referencia, dado que el planteamiento 
vertido por la quejosa en su demanda de amparo implica como argumento central y causa de pedir, la 
vulneración directa al artículo 8 de la Constitución Federal, relativo al derecho de petición.

De esta forma, si la persona quejosa planteó que la omisión reclamada trasgrede de modo directo 
el artículo 8 de la Constitución Federal, se encuentra bajo una hipótesis de excepción para agotar el 
recurso ordinario procedente contra aquélla; lo que torna admisible el presente juicio constitucional.

Por todo lo anterior, al no actualizarse la causa de improcedencia hecha valer por la autoridad 
responsable, ya que se considera que en particular el juicio contencioso administrativo, no resulta 
procedente en contra de la omisión aquí reclamada por la persona quejosa. 

Así, ya que las partes no hicieron valer alguna otra causa de improcedencia, ni quien resuelve 
advierte de oficio su actualización, a continuación se procede al estudio de fondo del asunto.

Sexto. Análisis de los conceptos de violación. La quejosa señala afectación a diversos 
derechos fundamentales entre los que se destaca la vulneración a su derecho de petición, previsto en el 
artículo 8 Constitucional, derivado de la falta de respuesta a su petición, realizando diversas 
consideraciones en torno a esa violación.

En ese sentido, en suplencia de la queja deficiente, en términos de lo dispuesto por el artículo 79, 
fracción V, de la Ley de Amparo, es fundado el concepto de violación formulado, en virtud que la 
autoridad responsable trasgrede el derecho fundamental consagrado en el artículo 8 Constitucional, que la 
letra dice:

“Artículo 8. Los funcionarios y empleados públicos respetarán el ejercicio del derecho de 
petición, siempre que ésta se formule por escrito, de manera pacífica y respetuosa; pero en 
materia política sólo podrán hacer uso de ese derecho los ciudadanos de la República. 

A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya dirigido, la 
cual tiene obligación de hacerlo conocer en breve término al peticionario”. 

Del artículo trascrito, derivan ciertos elementos del derecho de petición, siendo los siguientes: 

2. Debe formularse por escrito de manera pacífica y respetuosa. 

2. Ser dirigida a una autoridad y recabarse la constancia de que fue entregada. 

3. Proporcionar el domicilio para recibir la respuesta de la autoridad. 

4. La contestación de la autoridad deberá hacerlo en breve término a quien lo solicitó. 

Entonces, el precepto legal invocado, establece uno de los derechos fundamentales protegidos 
por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es el “derecho de petición”, en virtud que 
todo gobernado tiene la facultad de ocurrir ante cualquier autoridad, formulando por escrito una solicitud y 
ante dicho escrito, las autoridades están obligadas a dictar un acuerdo que sea congruente con lo que se 
solicitó, dentro de un breve término. 

Sirve de apoyo lo anterior, en lo conducente, en la jurisprudencia, siguiente: 

“PETICIÓN. LA EXISTENCIA DE ESTE DERECHO COMO GARANTÍA INDIVIDUAL PARA 
SU SALVAGUARDA A TRAVÉS DEL JUICIO DE AMPARO REQUIERE QUE SE 
FORMULE AL FUNCIONARIO O SERVIDOR PÚBLICO EN SU CALIDAD DE AUTORIDAD. 
El derecho de petición es consagrado por el artículo 8o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos como uno de los derechos públicos subjetivos del gobernado 
frente a la autoridad dotada de facultades y atribuciones por las normas legales en su calidad 
de ente del Gobierno del Estado, obligado como tal, a dar contestación por escrito y en breve 
término al gobernado, por lo que la existencia de este derecho como garantía individual y la 
procedencia del juicio de amparo para su salvaguarda requieren que la petición se eleve al 
funcionario o servidor público en su calidad de autoridad, es decir en una relación jurídica 
entre gobernante y gobernado, y no en una relación de coordinación regulada por el derecho 
privado en que el ente público actúe como particular” (Época: Novena Época; Registro: 
189914; Instancia: Pleno; Tipo de Tesis: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta; Tomo XIII, Abril de 2001; Materia(s): Común; Tesis: P./J. 42/2001; 
Página: 126).”
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En ese sentido, se deduce que el artículo 8 constitucional, contiene dos requisitos formales que 
toda autoridad debe observar con el objeto de cumplir íntegramente con el imperativo constitucional en 
comento, que son: 

a) Dar contestación por escrito; y 

b) Que se realice en breve término al interesado conforme a las disposiciones legales que rigen el 
acto.

Por otra parte, el artículo 73 de la Ley de Seguridad Social para los Servidores Públicos del 
Estado de México y Municipio, en lo que interesa, establece: 

“Artículo 73. El Instituto resolverá respecto al otorgamiento de una pensión del sistema 
solidario de reparto en un plazo de treinta días contados a partir de la fecha en que reciba 
la solicitud con la documentación correspondiente. (…)” 

Del precepto legal trascrito se desprende que el instituto responsable cuenta con un plazo de 
treinta días contados a partir de la fecha en que reciba la solicitud, para resolver respecto al otorgamiento 
de una pensión.

Por tanto, como lo acredita la quejosa con la copia del acuse de solicitud de pensión de 
veinticuatro de marzo de dos mil veintiséis, ante la Unidad de Atención al Derechohabiente 
Naucalpan del Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios (ISSEMYM), del que 
se advierte que realizó petición por escrito de manera pacífica y respetuosa, en donde solicitó el 
otorgamiento de una pensión, evidenciando que a la emisión del fallo ha trascurrido en exceso el 
breve término para dar contestación a la petición formulada.

En ese sentido, si la autoridad responsable ha sido omisa en dar contestación a la petición 
realizada por la persona  quejosa, es evidente que con dicho actuar se trasgrede lo dispuesto en el artículo 
8 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Por su aplicación, se cita la jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación. Volumen VI, Tercera Parte, 
página 210, Sexta Época, Materias(s): Constitucional, que aparece con el registro digital: 802641, que 
dice:

“PETICIÓN, DERECHO DE. El artículo 8o. constitucional se refiere no sólo al resultado final 
de las peticiones que formulen los particulares, sino también a los trámites que se vayan 
cumpliendo en los casos en que la ley requiera la sustanciación de un procedimiento, 
imponiendo a las autoridades la obligación de hacer saber en breve término a los 
peticionarios, todos y cada uno de los trámites relativos a sus peticiones.”

Séptimo. Efectos de la concesión. En consecuencia, a fin que la autoridad responsable cumpla 
con el derecho de petición consagrado en la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, en 
favor de ***** **** *******, se concede el amparo y protección de la Justicia Federal, para efecto 
de que el Comité de Pensiones del Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios, 
por conducto del presidente de dicho Comité, realice lo siguiente:

1. Emita de inmediato una respuesta fundada y motivada, respecto de la solicitud de pensión 
presentada por la quejosa el veinticuatro de marzo de dos mil veintiséis, en la Unidad de Atención al 
Derechohabiente Naucalpan del Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios.

2. Notifique oportunamente dicha respuesta, como legalmente corresponda a la quejosa  ***** 
**** *******.

Sin que ello implique que con motivo de la concesión del amparo, la autoridad responsable esté 
vinculada a responder favorablemente a los intereses del solicitante, pues únicamente está constreñida a 
dar respuesta en forma congruente con lo planteado y hacerlo del conocimiento a la peticionaria, en los 
términos apuntados.

Tiene aplicación, la jurisprudencia 2a./J. 1/2001 sustentada por la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo 
XIII, Enero de 2001, página 203, Novena Época, Materias(s): Común, visible con el registro digital: 190356, 
cuyo rubro y texto, son como sigue:

“INCONFORMIDAD. SI EL AMPARO SE CONCEDIÓ POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE 
PETICIÓN, NO DEBE EXAMINARSE LA LEGALIDAD DE LA RESPUESTA EMITIDA POR 
LA AUTORIDAD RESPONSABLE EN CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA DE 
AMPARO. La anterior integración de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, sostuvo reiteradamente el criterio de que la garantía contenida en el artículo 8o. 
constitucional no sólo implica que la autoridad ante quien se eleve una petición debe emitir 
una respuesta en breve término, sino también que el acuerdo respectivo sea congruente con 
lo solicitado, advirtiendo, sin embargo, que la concesión del amparo no la vincula en forma 
alguna a que la respuesta deba ser favorable a los intereses del peticionario. Por tanto, los 
alcances de la ejecutoria de amparo correspondiente impiden que el Juez de Distrito y la 
Suprema Corte, en el procedimiento de ejecución del fallo protector o en la inconformidad en 
contra de la resolución que tenga por cumplida la ejecutoria, puedan examinar los motivos o 
fundamentos que sustenten la respuesta, los que, en su caso, deberán ser materia de estudio 
a través de los medios de defensa que procedan en contra de la decisión emitida por la 
autoridad. En consecuencia, deberán quedar sin efecto las consideraciones que respecto de 
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la legalidad de la respuesta hubiese externado el Juez de Distrito en el auto que tuvo por 
cumplida la sentencia.”

También resulta aplicable a lo anterior la tesis sustentada por la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación. Volumen 90, Tercera 
Parte, página 21, Séptima Época, Materias(s): Administrativa, que aparece con el registro digital: 238272, 
cuyo rubro y texto son como sigue:

“PETICION, DERECHO DE. AUTORIDAD RESPONSABLE. DEBE DEMOSTRAR QUE LA 
CONTESTACION SE DIO A CONOCER AL PETICIONARIO. El hecho de contestar por 
escrito una solicitud no significa forzosamente que el solicitante haya recibido la contestación; 
y como el artículo 8o. constitucional ordena, no sólo que toda petición que llene los requisitos 
a que se refiere ese precepto sea acordada, sino que el acuerdo se haga saber en breve 
término al peticionario, la autoridad responsable debe demostrar el cumplimiento de esta 
última obligación.”

No pasa inadvertido para esta juzgadora que en acuerdo de quince de julio de este año se tuvo 
por rendido el informe justificado de la autoridad responsable, por lo que se encuentra trascurriendo el 
plazo de ocho días concedido; sin embargo, diferir la audiencia constitucional en términos de lo 
establecido en el artículo 117 de la ley de amparo, sería infructuoso, cuando el sentido de esta sentencia 
no cambiaría.

En ese sentido, atrasar el asunto para efectos de dar oportunidad a la quejosa de desahogar la 
vista otorgada no cambiaría el sentido de este fallo. Por tanto, esta juzgadora considera innecesario 
dilatar la resolución del asunto, cuando el resultado sería el mismo que en este momento se emite.

Por las razones que la conforman, sirve de apoyo la jurisprudencia 2a./J. 16/2021 (11a.), emitida 
por la otrora Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Undécima Época, registro digital 
2023741, de título siguiente: “DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA (PRINCIPIO DE MAYOR 
BENEFICIO). A PARTIR DE LA ENTRADA EN VIGOR DE LA ADICIÓN AL ARTÍCULO 17, TERCER 
PÁRRAFO, CONSTITUCIONAL, TODAS LAS AUTORIDADES JUDICIALES Y AQUELLAS CON 
FUNCIONES MATERIALMENTE JURISDICCIONALES DEBEN PRIVILEGIAR LA SOLUCIÓN DEL 
CONFLICTO SOBRE LOS FORMALISMOS PROCEDIMENTALES, SIEMPRE Y CUANDO NO SE 
AFECTE LA IGUALDAD ENTRE LAS PARTES (DOF DE 15 DE SEPTIEMBRE DE 2017).”

Por lo expuesto y fundado, con apoyo además en los artículos, 73, 74, 75, y 217 de la Ley de 
Amparo, así como en el numeral 46 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, se:

RESUELVE:

Primero. Se sobresee el juicio de amparo promovido por  ***** **** *******, por propio 
derecho, contra el acto reclamado precisado en el segundo considerando de esta sentencia, en términos 
del considerando tercero de la misma.

Segundo. La justicia Federal ampara y protege a ***** **** *******, por propio derecho, 
contra el acto precisado en el considerando segundo, por los razonamientos expuestos en el sexto 
considerando y para los efectos indicados en el último considerando de este fallo constitucional. 

Notifíquese.

Así lo resolvió y firma electrónicamente7 Jacqueline Betancourt Silva, Jueza Décima de Distrito 
en el Estado de México, con residencia en Naucalpan de Juárez, asistida del secretario Luis Armando 
Rubio Limón, que certifica que las promociones que, en su caso, generaron este acuerdo y la propia 
determinación se encuentran incorporadas al expediente electrónico. Doy fe

LO QUE COMUNICO A USTED PARA LOS  EFECTOS LEGALES A QUE HAYA LUGAR.

A T E N T A M E N T E
LUIS ARMANDO RUBIO LIMÓN.

SECRETARIO DEL JUZGADO DÉCIMO DE DISTRITO EN EL ESTADO DE  MÉXICO.

7 Con fundamento en los artículos 3 de la Ley de Amparo y 29 del Acuerdo General del Pleno del Órgano de 
Administración Judicial que regula la integración y trámite del expediente electrónico y el uso de videoconferencias en 
todos los asuntos competencia de órganos jurisdiccionales a cargo del Órgano, publicado el diecisiete de abril de dos 
mil veintiséis en el Diario Oficial de la Federación, este acuerdo fue firmado a través de la Firma Electrónica Certificada 
del Poder Judicial de la Federación; y en función de las necesidades del servicio, la evidencia criptográfica de dicha 
firma electrónica puede corresponder a una fecha distinta, o incluso a un día inhábil, sin que ello trascienda a la validez 
del acuerdo mientras sea anterior a su publicación, en términos del criterio en que se sustenta la jurisprudencia de la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro digital 2026455, de rubro: “FIRMA 
ELECTRÓNICA. SU SUSCRIPCIÓN POR PARTE DEL JUEZ Y DE LA SECRETARIA EN DÍA INHÁBIL Y EN FECHA 
POSTERIOR A LA EMISIÓN DE LA SENTENCIA Y, EN SU CASO, DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, NO SON 
VICIOS DE TRASCENDENCIA SUPERIOR QUE AMERITEN REVOCAR LA SENTENCIA RECURRIDA Y REPONER 
EL PROCEDIMIENTO.”
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aEl veintitres de julio de dos mil veintiseis, el licenciado Luis Armando Rubio

Limón, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Décimo de Distrito en el
Estado de México, hago constar y certifico que en esta versión pública no
existe información clasificada como confidencial o reservada en términos de
la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública. Conste.


